
ese mismo monte en otoño de 1913 con Pinus sylvestris, como conse-
cuencia de las heladas que destruyeron las raicillas.

Las repoblaciones comenzazon así mismo en los montes sujetos a
ordenación (Pinar y Agregados de Cercedilla en 1906, Pinar de la
Barranca, Pinar Baldío y Pinar y Agregados de Guadarrama en 1913).
Las del Pinar de Los Molinos, tras el éxito inicial, se perdieron como
consecuencia de los repetidos incendios originados muy a menudo por
el ferrocarril que atraviesa el monte.

En 1914 se habla de 200 Ha repobladas en 1907 y 1910, en flore-
ciente estado, en el Pinar del Concejo de Cadalso. Buen estado presen-
taban igualmente las repoblaciones efectuadas en los años 1906 y 1907
en los montes Navapozas y Fuenfría (San Martín de Valdeiglesias) y
Cuartel del Norte (Villa del Prado).

En 1920 se habla de nuevo de repoblaciones en el Pinar del Concejo,
con buen resultado, y en Cabeza Mediana, Matarrubia y Monterredondo,
en estado mediocre. En los montes ordenados se siguieron realizando,
aunque de poca entidad (siembras en calveros, muchas veces fallidas,
tanto por sequías estivales o por comerlas las urracas o conejos, o por ser
objeto de incendios posteriores, como ocurrió en algunas efectuadas en el
Pinaz de Guadacrama y en 100 Ha recorridas por un incendio en agosto de
1924 en el monte Pinarejo y Vallefría, afectando a toda la extensión repo-

blada en los años anteriores).
Resumiendo estas actuaciones cabe señalar que, salvo en el caso del

monte La Jurisdicción, de San Lorenzo de El Escorial, que supuso a la
postre la repoblación casi completa de cerca de 1.000 Ha, el resto estu-
vo encaminada a eliminar rasos y calveros, actuaciones todas ellas en
las que las coníferas fueron las especies predilectas, coincidiendo con
las que se habían definido como dominantes en esos mismos montes.
Habrá que esperaz a los años cuarenta de este siglo para asistir a la

intensificación de estas operaciones.

5. VENTAS, CATALOGACIONES Y SANEAMIENTO

DE LA PROPIEDAD

El período que venimos tratando queda mazcado profundamente por
el fenómeno desamortizador, hecho éste que, como es lógico, no esca-
pa a los ingenieros a la hora de redactar las memorias de los planes.
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Una prueba de ello es la denuncia de subastas anunciadas por el
Ministerio de Hacienda afectando a montes catalogados, con ejecución
de venta en algún caso (Cerca de Matasenderos y Recajo Mojón, ambos
de El Boalo) pese a las reclamaciones efectuadas por el Distrito^l. Este
hecho, que evidencia la falta de coordinación entre ambos ministerios,
motivó la publicación de una real orden (14 de mayo de 1892) por parte
de la cartera de Fomento, disponiendo que se continuaran sacando a
subasta los productos correspondientes a montes enajenados previa-
mente a su exclusión del catálogo, con la consiguiente presión que ello
suponía hacia los compradores.

También son frecuentes las quejas suscitadas por la práctica usual
del Ministerio de Hacienda de no comunicar a tiempo las ventas -así lo
recordaba una R.O. de 17 de septiembre de 1887-, por lo que el Distrito
seguía efectuando propuestas de aprovechamientos en montes ya ven-
didos, con los inconvenientes administrativos que ello acarreaba.

En algún caso se protesta la venta de montes clasificados como enaje-
nables, como la del Pinar y Cerro Ramos (Fresnedillas), por considerarse
que reunía condiciones suficientes para figurar en el Catálogo. De todos
modos, no siempre se ofrece una postura contraria a las ventas; incluso en
alguna ocasión se indica la conveniencia de enajenar algunas matas de corta
extensión y otros roturados arbitrariamente, sin interés forestal alguno92. Por
otra parte, los ingenieros se hacen eco de los proyectos repetidos del
Ministerio de Hacienda dirigidos a la venta de todos los montes públicos,
como el redactado siendo ministro de Hacienda Juan Francisco Camacho
(1883), proyecto que fue duramente contestado desde medios forestales93.

Las labores de reconocimiento y saneamiento de la propiedad fores-
tal son constantes durante este período, descollando entre ellas la inclu-
sión de nuevos montes en el catálogo94 y, en menor medida, la ejecu-
ción de deslindes y amojonamientos y las inscripciones en el Registro

91 Las ventas indebidas de montes catalogados condujeron a la emisión de una real orden (29 de

septiembre de 1883) disponiendo que el Ministerio de Hacienda atendiera las reclamaciones plantea-

das por la cartera de Fomento. En realidad, ya el Reglamento de 17 de mayo de 1865 disponía, en su

artículo 14, que toda ezclusión del Catálogo debía realizarse con el acuerdo explícito del Ministerio
de Fomento.

9z R.O. de 27 de maao de 1879, del Ministerio de Fomen[o.
93 Véase en GóHEZ MEt.vou (1992a, pp. 30-31).
^ Así ocurrió en 1876 con el Cuartel del Norte, pinar de 605 Ha petteneciente a Villa del Prado,

año hasta el cual había figurado en la relacián de montes enajenables. También nueva fue la inclusión

del Pinar de la Helechosa de Navacerrada, en 1869 y la del mon[e La lurisdicción, en 1891.
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de la Propiedad. Debe calificarse de relativo el resultado de estas actua-
ciones: si las tareas de reconocimiento y rectificación de aforos permi-
tieron un conocimiento más riguroso de la base territorial sobre la que
se actuaba, la tardanza en acometer los deslindes -y, con ello, la de su
ulterior inscripción en el Registro de la Propiedad- permitió la apro-
piación parcial de montes con limites mal definidos. El siguiente lista-
do incluye los montes que formaban parte del Catálogo de Utilidad
Pública de 1901 deslindados antes de 1925, la mitad de los cuales esta-
ban sometidos a proyectos de ordenación9s

CUADRO 3.6: Montes deslindados hasta 192596

N° U.P. NOMBRE DEL MONTE A B C

* 32 Pinar y Agregados (Cercedilla) 1895 2.447 2.446

* 30 Mata del Pozo incluido en el MUP 32

* 24 Pinar de la Barranca 1896 1.691 1.324

* 45 Monte Agudillo 1903 1.070 1.194

55 Navapozas y Fuenfría 1906 1.910 1.878

40 El Pinar 1907 497 725

* 25 Pinar de la Helechosa 1911 235 226

* 33 Pinar Baldío 1911 500 533

47 Pinar del Concejo 1915 692 932

* 39 Pinar y Agregados (Guadatrama) 1907-17 3.126 2.696

35 Monterredondo 1918 Anulado en 1981

26 Cañal, Ladera y Entretértninos 1923 339 287

54 Navahoncil y Agregados, Las Cabreras 1909 Anulado

54 Navahoncil y Agregados, Las Cabreras 1924 2.406 2.446

56 Cuartel del Norte 1924 415 379

N° U.P.: Número del Catálogo de Utilidad Pública de la provincia de Madrid.

A: Año de aprobación del deslinde.

B: Superficie pública según el Catálogo de 1901.

C: Superficie pública según deslinde.
Fuente: Expedientes de los montes de utilidad pública de la provincia de Madrid.

El escaso níunero de montes deslindados choca con las propuestas del
Disttito para acometer estas operaciones, siendo grandes así mismo las dife-

95 Por ser requisito para la aprobación de los proyectos de ordenación el deslinde previo del

monte en cuestión (art. 90 del Reglamen[o de 17 de mayo de 1865).

^ EI asterisco junto al número del Catálogo indica que el monte fue ordenado en fecha anterior a 1925.
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rencias entre las fechas de ejecución de los trabajos de delimitación y sus
aprobaciones oficiales, en algún caso superior a sesenta años. Desde el pri-
mer momento se habían considerado de gran urgencia los deslindes de los
montes de San Martín de Valdeiglesias, sobre los que se tenían motivos fun-
dados para suponer que habían sido objeto de usurpaciones por parte de par-
ticulazes, urgencia que en 1907 es igualmente manifestada para los montes
Hoya de la Horca y Solana y Pinaz Cerro Mesa y otros (de Navas del Rey)
y Albercas y Alberquillas (de Cenicientos), así mismo por las muchas rotu-
raciones que en ellos e^tistían. Y, en efecto, hay casos que evidencian que
dicha necesidad no era ficticia; así, en los montes de Navas del Rey los des-
lindes fueron efectuados en fecha muy tardía, lo que supuso el reconoci-
miento de importantes intrusiones en el mismo, como se deduce de la dife-
rencia e^cistente enh-e la superficie indicada en el Catálogo de 1901 y la
resultante de dicho deslinde: 436 Ha y 267 Ha, respectivamente, en el monte
Hoya de la Horca y Solana; y 332 Ha y 160 Ha en el Pinar Cerromesa.

En alguna ocasión el deslinde supuso el reconocimiento legal de algún
tipo de servidumbre, como ocurrió en el monte Cañal, Ladera y
Entreténminos (de Alpedrete), aprobado por R.O. de 29 de diciembre de
1923, reconociéndose a favor del vecino municipio de Collado Mediano
el derecho de aprovechar, en unión con el pueblo propietario, los produc-
tos del paraje denominado Entretérminos. Resulta interesante la mención
puesto que representa uno de los escasos ejemplos de pervivencia del
aprovechamiento mancomunado que tan generalizado se encontraba en la
antigua cŭcunscripción del Real de Manzanazes97. La generalización del
sistema de subastas para la adjudicación de los disfrutes supuso, en este
caso, la división de los ingresos obtenidos de esa parte del monte entre los
dos ayuntamientos (según acuerdo celebrado en 1893).

La necesidad de proceder al deslinde y amojonamiento de los montes
públicos se había resaltado desde comienzos del siglo XD{ en numerosas
disposiciones: Ordenanzas de 1833 (arts. 20 a 25), R.O. de 1 de mazzo de
1839 (arts. 4 y 5), Orden de 11 de febrero de 1841, Orden de 23 de julio de
1842, R.D. de 1 de abril de 1846, R.O. de 19 de diciembre de 1846, etc. La
importancia que entrañaba esta operación fue también puesta de relieve en

^ EI reconocimien[o de ese derecho a favor de Collado Mediano se realiza como consecuencia

de la consulta de documentos históricos diversos (privilegio de villazgo de 163Q deslindes de 1760 y

1767 -en el que también se reconocía el derecho de disfrute en favor del pueblo de Guadarrama-,

acuerdo y convenio de ó de julio de 1846, entre Collado Mediano y Alpedrete, y otros apeos y acuer-
dos de 1860 y 1869).
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la Memoria de la Sección de Fomento de la Provincia de Madrid de 1860,
indicando que "no basta saber el número de fincas forestales de dominio
público exentas de la desamortización y su extensión aforada; es de abso-
luta necesidad conocer sus verdaderos límites (...) Esto produciría el inme-
diato resultado de cortar en su origen muchos litigios y otros incidentes y
conflictos que surgen con frecuencia"; la urgencia de esta actuación se
hacía más patente en el partido judicial de San Martín de Valdeiglesias,
donde era frecuente además la división del dominio del suelo y del vuelo.

Como es lógico, la Ley de Montes de 1863 no podía dejaz de hacer
mención a este asunto, disponiendo el artículo 7 que los dueños respecti-
vos procedieran de inmediato al deslinde y amojonamiento de todos sus
montes. Su Reglamento, por su parte, dedica nada menos que treinta artí-
culos a la cuestión (del 17 al 46), insistiendo en la prioridad que debía
darse a estas operaciones. La misma urgencia se confiere a los deslindes y
amojonamientos en la R.O. de 8 de enero de 1881. Como también se hace
eco de la importancia de esta operación el anteproyecto del plan de mejo-
ras de la provincia de Madrid (1881) antes comentada, dándole carácter
prioritario sobre cualquier otra medida de mejora.

Tras la publicación del Catálogo de Montes de Utilidad Pública en
1901, el R.D. de 1 de febrero del mismo año establece la competencia del
Ministerio de Agricultura, Industria, Comercio y Obras Públicas en el des-
linde de los predios en él incluidos, tanto en su confección como en su reso-
lución. La R.O. de 1 de julio de 1905 dispuso las reglas ajustadas a este
Real Decreto para la aplicación práctica de los preceptos en materia de des-
lindes. Finahnente, en 1907 (por R.O. de 16 de junio) se creó la Inspección
de deslindes de montes públicos, abazcando asuntos de deslinde, amojona-
miento, catálogos, inscripción en el Registro de la Propiedad, permuta de
terrenos, refundición de dominios y redención de servidumbres.

Por lo que respecta a las inscripciones en el Registro de la

Propiedad, es en 1903 cuando comenzaron a hacerse alusiones a la
necesidad de acometer tal medida en aquellos montes que estuvieran en
disposición para ello, es decir, los ya deslindados y amojonados.
Precisamente el retraso en estas operaciones explica la tardanza con
que tuvieron lugar las inscripciones registrales98. No son muchas las

9fl Las negativas consecuencias de la tardanza en proceder a la inscripción de los montes de uti-

lidad pública en el Registro de la Propiedad fue puesta de relieve en su momento como asunto de la

máxima gravedad. Véase en ALCn^Á Znt.toRn (1925). De ello se ha hecho eco recientemente Mormet.

MoLtNn (1990, pp. 141-146; I 991).
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noticias sobre la inscripción de los montes municipales de este sector,
al menos durante los últimos decenios del siglo pasado y los primeros
del actual. Y sin embazgo, la legislación sobre la materia es bastante
temprana (R.D. de 6 de noviembre de 1863, R.O. de 1 de febrero de
1864, R.D. de 11 de noviembre de 1864). Una R.O. de 4 de abril de
1883 -complementada por otra de 13 de enero de 1893- advertía fren-
te a las usurpaciones de terrenos forestales públicos realizadas por paz-
ticulazes basándose en las informaciones posesorias inscritas en los
registros de la propiedad sin citación ni audiencia de las corporaciones
propietarias. "A1 cabo de diez o doce años de la fecha de estos docu-
mentos -dice el preámbulo de esta disposición- se pretende haber
adquirido derecho a que se respete la detentación con la esperanza de
que ni el Estado ni los Municipios, en cuya representación suelen tener
parte más o menos dŭecta los mismos detentadores, han de promover
demandas de propiedad"; establece seguidamente una serie de reco-
mendaciones a fin de gazantizar la propiedad de los montes catalogados
frente a las citadas pretensiones de particulazes.

El R.D. de 1 de febrero de 1901 expresa en su artículo 4° la obliga-
ción de inscribŭ en el Registro de la Propiedad los montes del Catálogo
de utilidad pública. Independientemente de la iniciativa de la adminis-
tración forestal en este asunto, los municipios propietarios podían pro-
ceder a la inscripción de sus bienes, como al pazecer lo hizo el de
Cercedilla con los suyos, en 1867. La siguiente iniciativa conocida
corresponde al monte Cuesta Blanca, de Galapagar (1895), monte que,
curiosamente, fue deslindado más de un siglo después (1980). En este
caso, ni siquiera la inscripción ha podido evitaz usurpaciones o proce-
sos oscuros que han hecho disminuir su extensión desde las 100 Ha
consignadas en el Catálogo de 1901, a las 53 que figuran según el des-
linde de 1980.

La inscripción de otros montes -Navapozas y Fuenfría (San Martín
de Valdeiglesias), Pinar del Concejo (Cadalso de los Vidrios), La
Enfermería (Pelayos de la Presa) y Dehesa de las Cabreras (también de
San Martín de Valdeiglesias) tuvo lugar en 1929, mientras que un año
después se efectuó la de Hoya de la Horca y Solana (Navas del Rey) y
Cuartel del Norte (Villa del Prado).

El resto de los montes incluidos en el Catálogo de 1901, según
nuestros datos, fue inscrito con posterioridad a la guerra civil. En cuan-
to a los no catalogados, las noticias recabadas en algunos ayuntamien-
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tos no dejan duda sobre la excepcionalidad de los que figuran con
asientos en el Registro, incluso hoy día. Con posterioridad tratazé de
esta anómala situación, si bien no es de extrañar que así se produzca
teniendo en cuenta el desinterés generalizado que ha mostrado la admi-
nistración central ^ue no la legislación en la materia- por controlar los
patrimonios de los ayuntamientos.

El grado de conocimiento de la propiedad pública forestal gestiona-
da por los ingenieros fue en aumento a lo lazgo del período considera-
do. A ello contribuyó tanto el descubrimiento continuo de montes
durante estos años, como los trabajos de rectificación de los predios
incluidos en el catálogo. En relación con la incorporación de nuevos
montes, entre 1873 y 1924 se añadieron a la gestión del Distrito
Forestal de Madrid, en este sector, un total de 42 montes, con una
supe^cie de 5.600 Ha.

Los montes descubiertos se incluían en principio en la relación de
los no catalogados, quedando pendientes, en caso de que reunieran las
condiciones adecuadas, de la resolución correspondiente para su incor-
poración al Catálogo, como sucedió con el monte La Jurisdicción (San
Lorenzo de El Escorial), exceptuado por R.O. de 18 de abril de 1891.
Por su parte, los montes Cabeza Mediana y Alto del Hilo, de Becerril
de la Sierra (que figuran por vez primera en 1896) fueron incluidos
entre los no catalogados señalando expresamente que no reunían las
condiciones de excepción requeridas por la Ley de 24 de mayo de 1863,
si bien ambos serían catalogados como de utilidad pública en 1901.
Aún en fecha tan tazdía como 1910 se incorporan al Catálogo -agre-
gándose a la Dehesa del Berrocal de Becerril (MUP n° 4), pese a no for-
maz continuidad con ella- los pazajes de Gargantillas, Navalvilloso,
Regajo Redondo y Las Corzas, denunciados por el Ayuntamiento de
Becerril como de su propiedad. E incluso en los años veinte se incor-
poran una serie de fincas a diversos municipios, destacando las 90 Ha
del monte Matarongiles (Los Molinos), las 40 Ha del Prado Ejido (El
Boalo), y las 35 de Las Nicolasas (Colmenarejo).

En cuanto a los trabajos de rectificación del Catálogo, iniciados en
cumplimiento de la R.O. de 8 de noviembre de 1877, supusieron la correc-
ción de las superficies de una gran cantidad de montes del mismo, en tanto
no tuvieran lugaz los deslindes defmitivos. Pero además vinieron a repre-
sentar una suerte de nueva clasificación tanto de los predios en él consig-
nados como de los que figuraban por entonces como no catalogados. A tal
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fin se agrupazon en las siguientes cinco relaciones, en función de su even-
tual declazación de excepción o de sus características de vegetación: la pri-
mera era la "comprensiva de los montes públicos que resultan exceptua-
dos de la desamortización y que deben continuaz o comprenderse en el
catálogo (...) con arreglo a las prevenciories del Real decreto y Real orden
de 22 de Enero de 1862, Ley de 24 de Mayo de 1863 y reglamento de
igual mes de 1865"; la segunda "de los montes públicos que resultan
impropios para el cultivo agrario, permanente y susceptibles de repobla-
ción"; la tercera "de los montes públicos que resultan destinados a
Dehesas boyales exceptuados de la desamortización por el Ministerio de
Hacienda"; la cuarta "de los montes públicos que resultan declarados de
aprovechamiento común exceptuados de la desamortización por el
Ministerio de Hacienda"; y la quinta y última, "de los montes públicos que
resultan enajenables'^. Los trabajos de medición afectaron a 78 montes
de este sector, montes que figuraban con una extensión de 17.178 Ha y
que tras los trabajos de rectificación, arrojazon un total de 22.795 Ha, dife-
rencia que manifiesta suficientemente lo defectuoso de las cabidas reco-
gidas en el Catálogo de 1864.

Para terminar con las circunstancias que rodearon la gestión de los
montes públicos a cargo del Distrito Forestal de Madrid, debe mencio-
narse una modificación importante ocurrida en marzo de 1898. Ese mes
tuvo lugar la entrega a la Dirección General de Propiedades y Derechos
del Estado del Ministerio de Hacienda de aquellos predios no declara-
dos de interés general una vez finalizados los trabajos encaminados a la
elaboración definitiva del Catálogo de Montes de Utilidad Pública, tal
y como disponía la R.O. de 22 de febrero de 189810°. Culminaba así un
proceso irficiado a raíz de la Ley de 30 de agosto de 1896 y del que se

^ EI ICONA ha publicado recientemente los resultados de estos trabajos de rectificación. En la

introducción, redactada por José Manuel Mangas Navas, se pone de relieve la necesidad de estos tra-

bajos, como consecuencia de las desavenencias surgidas en la aplicación de la política desamortiza-

dora entre los ministerios de Fomento y de Hacienda. Además, resultaba fundamental para suminis-

trar datos deputados antes de comenzar los trabajos de mejora dispuestos por la C.ey de Repoblación

de 1877, sabedores de las importantes alteraciones que se habían producido en el Ca[álogo de 1862

desde su aprobación (Cnrdt-oco, 1992).

10° En[re sus funciones estaban la de activar la venta de los montes enajenables, revisar las

excepciones bajo concepto de aprovechamiento común o dehesas boyales a fin de conocer si con-

tinuaban reuniendo las condiciones propias de su destino (lo que, en el ámbito que nos ocupa,

supuso la anulación del carácter de dehesa boyal -y su posterior venta- del monte homónimo de

Torrelodones) y averiguar si los incluidos en el Catálogo en vigor reunían los requisitos para con-

tinuar en él.
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han ocupado ya diversos trabajos101, por lo que no creo necesario insis-
tir en la cuestión.

Únicamente merece resaltazse ^omo percibió en su momento el
Distrito Forestal de Madrid- cómo a Hacienda pasaron muchos montes
que figuraban en el Catálogo de 1864 mientras que otros de él ausente
quedaron todavía a su cazgo, dando cuenta de la trascendencia de la apli-
cación del nuevo criterio de utilidad pública en la clasificación de los
montes públicos: en general ^licen- quedan los pinares a cargo del
Distrito, mientras que la mayoría de los encinares que restaban sin vender
pasaron a Hacienda. Salvo contadas excepciones, tanto las dehesas boya-
les como los montes de aprovechamiento común formazon parte del con-
tingente traspasado. Es de destacar la, por lo común, escasa dimensión de
estas fincas, dedicadas predominantemente a la producción de pastos.

El desglose entre montes de utilidad pública y aquellos otros cazentes de
ese interés general supuso la culminación de toda una etapa durante la cual
se habían acometido diversos procesos destinados a depurar en la medida de
lo posible la dicotomía exceptuados-enajenables establecida desde que
entrazon en vigor el R.D. de 22 de enero de 1862 y la Ley de Montes de
1863. José Manuel Mangas Navas ha expuesto las claves de dicho período
en relación con esta cuestión (CaTáLOCO, 1992), siendo notoria la temprana
pretensión del Ministerio de Hacienda de hacerse cazgo de la gestión de los
montes enajenables: el R.D. de 28 de noviembre de 1883 nació con ese fin,
si bien menos de un año después una R.O. de 29 de septiembre de 1884
insistía en la conservación de tales montes en manos de Fomento hasta el
momento preciso de su venta, como así tuvo lugaz en la práctica.

Como resultado de esta labor de depuración del Catálogo de 1864 se
produjeron diversas declaraciones que alterazon la primitiva condición de
exceptuados o enajenables de una serie de montes. Quizá las más desta-
cables sean las que tuvieron lugar como consecuencia de la aplicación de
la R.O. de 14 de diciembre de 1892. Paza su cumplimiento se formó una
relación ^ue se quería definitiva- (aprobada por R.O. de 11 de febrero de
1893102) que supuso, en este sector, la declaración como enajenables de

101 La legislación relacionada con es[e proceso -aparte de la citada ley- es la siguiente: R.D. de 20

de septiembre de 1896, R.O. de 21 de noviembre de 1896, R.O. de 24 de diciembre de 1896, R.D. de 27

de febrero de 1897, R.O. de 3 de agosto de 1897 y R.D. de 20 de agosto de 1897. Sobre el paso a Hacienda

de los montes no declarados de interés general, véase: G6M¢ MENDOV. (1992a, pp. 32-38); MANUEI.

VALDÉS; MATA OLMO; $ÁIZ POMBO; F^RNÁrroez GoNÚt.EZ (1991); MATA OLMO; LLOP POMARFS (19$9),

102 MINISTERIO DE FOMENTO, DIRECCIÓN GENERAL DE AGRICULTURA, INDUSTRIA Y COMERCIO

(1893).
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nada menos que veinte montes hasta entonces incluidos en el Catálogo.
Además, formazon parte de dicha Relación otros veintiocho predios no
catalogados.

Posteriormente muchos de ellos pasaron al Catálogo de 1901 ^ste
sí definitivo-, lo que da cuenta de los cambiantes criterios aplicados a
la hora de determinar la inalienabilidad de los mismos, de tal modo que
bien podrían haber sido vendidos unos montes que luego fueron decla-
rados de utilidad pública.

Volviendo a los montes no considerados de utilidad pública, su ges-
tión a cazgo del Ministerio de Hacienda duraría hasta 1921, año en el
que un R.D. de 4 de junio dispuso su retorno al de Fomento. Esta situa-
ción fue, en cualquier caso, breve, ya que el Estatuto Municipal de 1924
ordenó que todos los montes no declarados de utilidad pública pasaran
a ser gestionados directamente por los ayuntamientos poseedores como
bienes de libre disposición de su propiedad.

6. VALORACIÓN Y EVOLUCIÓN
DE LOS APROVECHAMIENTOS

Debe señalarse que la información manejada corresponde a las pro-
puestas efectuadas por los distritos forestales y no a lo realmente lleva-
do a cabo. La diferencia puede estribar tanto en el volumen de lo extra-
ído del monte como en su valoración. En el primer caso la falta de coin-
cidencia puede obedecer a aprovechamientos extraordinarios concedi-
dos en el transcurso del año forestal, como a otros efectuados al maz-
gen de las propuestas de los técnicos, fraudulentamente. La segunda
causa de divergencia se explica por las lógicas variaciones que muchas
veces se producían entre los precios de tasación y los de remate103. Por

'03 C,os propios ingenieros manifiestan la dificultad de plasmar estas variaciones al fijar las tasa-

ciones, como consecuencia de las fluctuaciones del mercado -sus propuestas se hacían siempre a

remolque de él-, el agio a que se presta la venta de los productos y las modificaciones locales por efec-

to de la introducción de nuevos medios de transporte. Se producen situaciones curiosas que detertni-

nan tan[o el precio de tasación como el resul[ado de las subastas; así, la reglamentación vigente en

1921 disponía que si el precio de tasación no superaba las 5.000 ptas. se debían hacer los remates "a

la Ilana" (oralmente), lo que ocasionaba pugnas y discusiones que elevaban considerablemente el pre-

cio inicial; en cambio, si se superaba esa cantidad, se debían realizar subastas dobles en pliego cerra-

do. Los ayuntamientos, sabedores de esta circunstancia, intentaban que las tasaciones no rebasaran esa

cantidad para que la compe[encia entre licitadores incrementara los remates en mayor medida.
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